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Posición de CEDHA sobre los artículos 6° (actividades prohibidas), 7° (EIA) y 15 (Actividades Transitorias), y Análisis comparativo de los proyectos de ley de presupuestos mínimos para la protección de los glaciares
. 
A continuación, compartimos nuestra posición en torno a algunos artículos del proyecto firmado por el diputado Miguel Bonasso (0084-D-2010),  y el proyecto encabezado por el senador Daniel Filmus (78-S-2009) dictaminados, el primero en mayoría y el segundo en minoría, por la Comisión de Recursos Naturales y Conservación del Ambiente Humano de la Honorable Cámara de Diputados de la Nación. Ponemos el acento en cómo ambas propuestas regulan los mecanismos de licenciamiento ambiental, en especial considerando el desarrollo actual y futuro de actividades industriales en los ambientes glaciales. Por último, exponemos ambos textos, resaltando las diferencias, y sombreados aquellos artículos cuyas modificaciones consideramos trascendentales, acompañando posteriormente algunas notas. Adelantamos nuestra opinión afirmando que: 

· Es de suma importancia que Argentina cuente cuanto antes con un instrumento legal destinado a la protección integral de los glaciares, vistos estos como recursos estratégicos;
· Dicha regulación debe estipular con claridad los mecanismos de licenciamiento previo, considerando tanto los proyectos en ejecución como aquellos a ejecutarse, y que puedan afectar de manera irreversible estas geoformas;

· A su vez, se espera de una ley de presupuestos mínimos medidas concretas y claras, en caso de comprobarse dicha afectación, que eleve los estándares de protección actuales, de manera igualitaria para todo el territorio nacional. 

Considerando las diferencias y similitudes entre ambos proyectos destacamos:

a) La modificación del artículo 6° que efectúa el proyecto de Filmus, se debe entender en sintonía con la modificación al artículo 2°, al quedar limitado el concepto a las tres geoformas señaladas. Ello explica también la referencia al ambiente periglacial, eliminada del inciso que nombra a la actividad minera. La deliberación en torno a este artículo estuvo centrada también en el alcance de sus términos. Al estar prohibida toda actividad que afecte su condición natural o las funciones señaladas en el artículo 1º, impliquen su destrucción o traslado o interfieran en su avance, se sostuvo que cualquier actividad estaría alcanzada por la prohibición, pues ¿qué implica una afectación a la condición natural? En este sentido, cabe preguntarse si el “o” posterior a condición natural implica una alternativa lógica o quizás una aclaración. En este último sentido, la afectación a la condición natural quedaría determinada por sus funciones, es decir reservas estratégicas de recursos hídricos y proveedores de agua de recarga de cuencas hidrográficas, a las cuales el proyecto de Filmus agrega “para el consumo humano, la agricultura y las actividades industriales” y “la generación de energía hidroeléctrica, como fuente de información científica y como atractivo turístico”. Igualmente se entiende que el artículo exige una interpretación holística, que apunte a una conservación enmarcada en los objetivos finales de la norma. No cualquier alteración física conllevaría la prohibición de una actividad. Quien en definitiva decidirá esto es la autoridad provincial. ¿Cómo decidirá un Tribunal cuándo en el futuro una provincia sea demandada por no prohibir una actividad que, para los actores, afecta la condición natural de un glaciar? La amplitud de soluciones se repetirá, y ocurrirá tanto en el proyecto de Bonasso como en el de Filmus, pues la limitación de geoformas no limita este último aspecto. En este sentido se torna necesaria una descripción más precisa de las condiciones para la prohibición. 
En segundo lugar, en relación al artículo 6°, también fue materia de debate si las actividades enunciadas en los incisos deberían ser necesariamente prohibidas, o sólo si cumplía las condiciones señaladas en el primer párrafo. En este sentido, el artículo tampoco es claro. Y es esta oscuridad la que impulsó al sector minero a oponerse férreamente al proyecto, asegurando que se intentaba una prohibición absoluta de la actividad en un área geográfica también objeto de debate (ambiente periglacial). 

b) La eliminación de las evaluaciones de impacto ambiental estratégicas del artículo 7° es una modificación reprochable del proyecto de Filmus. Dichos instrumentos de gestión, a la par de las evaluaciones de impacto ambiental particulares, permite un plan de ordenamiento territorial y una visión del glaciar en forma integrada con sus ecosistemas y con el resto de los glaciares. No se comprenden las razones de su eliminación y señalamos la importancia de las mismas.

c) En segundo lugar, el proyecto de Filmus deja en manos de las provincias la selección y aplicación de medidas pertinentes para que las actividades se adecuen a la presente ley, a diferencia del vetado que ordenaba el cese o traslado de la actividad y las medidas de protección, limpieza y restauración que correspondan. Aquí vuelven los mismos interrogantes que en el artículo 6° ¿Qué implica un impacto significativo, tal como lo señalan ambos proyectos? En el caso de que una provincia compruebe dicho impacto, ¿Qué implica “medidas pertinentes para que las actividades se adecuen a la presente ley”? Entendemos que el proyecto apuntaría a aquellas provincias que en su proceso de EIA no contemplaron el impacto sobre los glaciares. Pero si ya lo hicieron, como afirman la mayoría, ¿qué medida implicaría el proyecto de Filmus que no hayan implementado ya? Y si se mantiene este status quo y confianza en la gestión ambiental de los gobiernos provinciales, ¿qué sentido tiene esta ley de presupuestos mínimos?, y ¿por qué entonces los glaciares han experimentado tamaña reducción y alteración? En este sentido, goza de mejor técnica y eficacia el proyecto de Bonasso, ya que señala medidas concretas y específicas a las cuales cada provincia se deberá someter, siempre y cuando podamos determinar, en el ámbito administrativo o en definitiva judicial, qué entendemos por “impacto significativo”.

Por lo tanto decimos, 

Suponiendo una pronta elaboración del inventario, a partir de su conclusión se generan dos problemáticas. En primer lugar, en relación a los emprendimientos en ejecución, ambos proyectos son imprecisos al señalar como criterio para la intervención la generación de “impactos significativos”. Además, el proyecto de Filmus es más impreciso al no definir las medidas a tomar en caso de comprobarse el mismo, dejando enteramente librado este aspecto al criterio de los gobiernos locales. Si bien las medidas indicadas en el proyecto de Bonasso son perfectibles y podrían ser mejoradas, aportan mayor eficacia al cumplimiento de los objetivos del proyecto, y responden a la naturaleza de presupuesto mínimo aplicable a todo el territorio.

En segundo lugar, en relación a las actividades futuras, si bien el proyecto de Filmus contribuye a una limitación geográfica, ambos también son imprecisos al señalar como criterio de prohibición la afectación de su “condición natural”. Esto en definitiva quedará a criterio de la autoridad administrativa provincial o a posterior del criterio judicial en una eventual acción. A la vez, sería conveniente mejorar la técnica legislativa a los fines de determinar el carácter de la enunciación de actividades contenida en el artículo 6° de ambos proyectos, y su vinculación con la primera parte.   
Por ello, es de suma importancia que el instrumento a sancionarse contemple el impacto ambiental presente y futuro de todas las actividades que impliquen una afectación a estos cuerpos, en especial la actividad minera bajo la modalidad “a cielo abierto”. En este sentido, creemos clave la realización de “evaluaciones de impacto ambiental estratégicas”, como así también una rápida concreción de “auditorías ambientales” sobre los proyectos en ejecución.
Estos instrumentos de gestión se encuentran contemplados en el proyecto N° 0084-D-2010. El proyecto 78-S-2009 (Filmus), si bien contempla la realización de auditorías, supedita a un plazo de 180 días la realización de las mismas, a partir de la culminación del inventario en cada jurisdicción. Si bien se estipula un plazo para el inicio del inventario, no indica un plazo para su finalización.
Así también, no dispone en forma contundente las medidas a adoptarse en caso de comprobarse un impacto significativo sobre los mismos, disponiendo solamente que “dichas autoridades (provinciales) ordenarán las medidas pertinentes para garantizar el cumplimiento de la presente ley”.  Por el contario, el proyecto N° 0084-D-2010, dispone para este último supuesto que “en caso de verificarse impacto significativo sobre glaciares o ambiente periglacial se ordenará el cese o traslado de la actividad y las medidas de protección, limpieza y restauración que correspondan.” 
En conclusión, si no se disponen medidas claras y concretas en relación a la actual afectación de los glaciares y del ambiente periglacial; si se deja librada exclusivamente a la voluntad de cada provincia la determinación de las medidas a tomarse en caso de comprobarse un impacto significativo, se propicia un “status quo” que torna inútil la sanción de una ley de presupuestos mínimos cuyo objeto sea garantizar una protección mínima y uniforme de estos recursos estratégicos.
	PROYECTO BONASSO
	PROYECTO FILMUS

	ARTICULO 1º.- Objeto. La presente ley establece los presupuestos mínimos para la protección de los glaciares y del ambiente periglacial con el objeto de preservarlos como reservas estratégicas de recursos hídricos y proveedores de agua de recarga de cuencas hidrográficas.
	ARTICULO 1º.- Objeto. La presente ley establece los presupuestos mínimos para la protección de los glaciares y del ambiente periglacial con el objeto de preservarlos como reservas estratégicas de recursos hídricos para el consumo humano; para la agricultura y las actividades industriales, como proveedores de agua para la recarga de cuencas hidrográficas; para la generación de energía hidroeléctrica; para la protección de la biodiversidad; como fuente de información científica y como atractivo turístico.

Los glaciares constituyen bienes de carácter público y su dominio corresponde a las provincias o al Estado nacional, según el lugar en que se ubiquen.


	ARTICULO 2º.- Definición. A los efectos de la presente ley, se entiende por glaciar toda masa de hielo perenne estable o que fluye lentamente, con o sin agua intersticial, formado por la recristalización de la nieve, ubicado en diferentes ecosistemas, cualquiera sea su forma, dimensión y estado de conservación. Son parte constituyente de cada glaciar el material detrítico rocoso y los cursos internos y superficiales de agua. Asimismo, se entiende por ambiente periglacial el área de alta montaña con suelos congelados que actúa como regulador del recurso hídrico.
	 Artículo 2: Definición. A los efectos de la presente ley, la protección se extiende, dentro del ambiente glacial, a los glaciares descubiertos y cubiertos; y dentro del ambiente periglacial, a los glaciares de escombros; cuerpos que cumplen uno o más de los servicios ambientales y sociales establecidos en el Artículo 1. Se entiende por: 

a) Glaciares descubiertos: aquellos cuerpos de hielo perenne expuestos, formado por la recristalización de la nieve, cualquiera sea su forma y dimensión. 

b) Glaciares cubiertos: aquellos cuerpos de hielo perenne que poseen una cobertura detrítica o sedimentaria. 

c) Glaciares de escombros: aquellos cuerpos de detrito congelado y hielo, cuyo origen esta relacionado con los procesos criogénicos asociados con suelo permanentemente congelado y con hielo subterráneo, o con el hielo proveniente de glaciares descubiertos y cubiertos. 

Son parte constituyente de cada glaciar, además del hielo, el material detrítico rocoso y los cursos internos y superficiales de agua.

	ARTICULO 3º.- Inventario. Créase el Inventario Nacional de Glaciares, donde se individualizarán todos los glaciares y geoformas periglaciales que actúan como reservas hídricas existentes en el territorio nacional con toda la información necesaria para su adecuada protección, control y monitoreo.
	Artículo 3: Inventario. Créase el Inventario Nacional de Glaciares, donde se individualizarán todos los glaciares descubiertos, cubiertos y de escombros que actúan como reservas hídricas existentes en el territorio nacional con toda la información necesaria para su adecuada protección, control y monitoreo.

	ARTICULO 4º.- Información Registrada. El Inventario Nacional de Glaciares deberá contener la información de los glaciares y del ambiente periglacial por cuenca hidrográfica, ubicación, superficie y clasificación morfológica de los glaciares y del ambiente periglacial. Este Inventario deberá actualizarse con una periodicidad no mayor de 5 años, verificando los cambios en superficie de los glaciares y del ambiente periglacial, su estado de avance o retroceso y otros factores que sean relevantes para su conservación. 
	Artículo 4: Información Registrada. El Inventario Nacional de Glaciares deberá contener la información de los glaciares descubiertos, cubiertos y de escombros, por cuenca hidrográfica, ubicación, superficie y clasificación morfológica. Este Inventario deberá actualizarse con una periodicidad no mayor a 5 años, verificando los cambios en superficie de los glaciares, su estado de avance o retroceso y otros factores que sean relevantes para su conservación y prevención de riesgos. 

Al efectuarse la tarea de Inventario de glaciares y ambiente periglacial se dará intervención al Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto.

	ARTICULO 5º.- El inventario y monitoreo del estado de los glaciares será realizado por el Instituto Argentino de Nivología, Glaciología y Ciencias Ambientales (IANIGLA) con la coordinación de la Autoridad Nacional de Aplicación de la presente ley. 
	Artículo 5: El Inventario Nacional de Glaciares será realizado por el Instituto Argentino de Nivología, Glaciología y Ciencias Ambientales (IANIGLA) en coordinación con la Autoridad Nacional de Aplicación de la presente ley y con otras instituciones nacionales y provinciales competentes.

	ARTICULO 6º.- Actividades Prohibidas. En los glaciares quedan prohibidas las actividades que puedan afectar su condición natural o las funciones señaladas en el artículo 1º, impliquen su destrucción o traslado o interfieran en su avance, en particular las siguientes: a) La liberación, dispersión o disposición de sustancias o elementos contaminantes, productos químicos o residuos de cualquier naturaleza o volumen; b) La construcción de obras de arquitectura o infraestructura con excepción de aquellas necesarias para la investigación científica; c) La exploración y explotación minera o petrolífera. Se incluyen en dicha restricción aquellas que se desarrollen en el ambiente periglacial saturado en hielo; d) La instalación de industrias o desarrollo de obras o actividades industriales.
	ARTICULO 6º.- Actividades Prohibidas. Se prohíben las actividades que puedan afectar la condición natural de los cuerpos protegidos definidos en el artículo 2º, o sus funciones señaladas en el artículo 1º, las que impliquen su destrucción o traslado; o las que interfieran en su avance.
Se prohíben, en particular, en los cuerpos protegidos definidos en el artículo 2º, las siguientes actividades:
a) La liberación, dispersión o disposición de sustancias o elementos contaminantes, productos químicos o residuos de cualquier naturaleza o volumen.
b) La construcción de obras de arquitectura o infraestructura, con excepción de las necesarias para la investigación científica y la prevención de riesgos.
c) La exploración y explotación minera o hidrocarburífera. 
d) La instalación de industrias o desarrollo de obras o actividades industriales. 


	ARTICULO 7º.- Todas las actividades proyectadas en los glaciares o el ambiente periglacial, que no se encuentran prohibidas, estarán sujetas a un procedimiento de evaluación de impacto ambiental y evaluación ambiental estratégica, según corresponda conforme escala de intervención, previo a su autorización y ejecución, conforme a la normativa vigente. Se exceptúan de dicho requisito las siguientes actividades: a) De rescate, derivado de emergencias aéreas o terrestres; b) Científicas, realizada a pie o sobre esquíes, con eventual toma de muestras, que no dejen desechos en los glaciares y el ambiente periglacial; c) Deportivas, incluyendo andinismo, escalada y deportes no motorizados que no perturben el ambiente.
	ARTICULO 7º.- Evaluación de Impacto Ambiental. Todas las actividades proyectadas en los cuerpos protegidos definidos en el artículo 2º, que no se encuentran prohibidas estarán sujetas a un procedimiento de evaluación de impacto ambiental conforme a su escala de intervención, en el que deberá garantizarse una instancia de participación ciudadana de acuerdo a lo establecido en los artículos 19, 20 y 21 de la Ley Nº 25.675 –Ley General del Ambiente- en forma previa a su autorización y ejecución, conforme a la normativa vigente.
Se exceptúan de dicho requisito las siguientes actividades:
a) De rescate, derivado de emergencias.
b) Científicas, realizadas a pie o sobre esquíes, con eventual toma de muestras, que no dejen desechos en los glaciares y el ambiente periglacial.
c) Deportivas, incluyendo andinismo, escalada y deportes no motorizados que no perturben el ambiente.

	ARTICULO 8º.- Autoridad Competente. A los efectos de la presente ley, será autoridad competente aquella que determine cada jurisdicción. 
	Artículo 8: Autoridad Competente. A los efectos de la presente ley, será autoridad competente aquella que determine cada jurisdicción. En el caso de las áreas protegidas comprendidas por la ley 22.351, será autoridad competente la Administración de Parques Nacionales. En el Sector Antártico Argentino, será autoridad competente la Dirección Nacional del Antártico.

	ARTICULO 9º.- Autoridad de Aplicación. Será autoridad de aplicación de la presente ley el organismo nacional de mayor nivel jerárquico con competencia ambiental.
	Artículo 9: Autoridad de Aplicación. Será autoridad de aplicación de la presente ley el organismo nacional de mayor nivel jerárquico con competencia ambiental.

	ARTICULO 10.- Serán funciones de la autoridad de aplicación: a) Formular las acciones conducentes a la conservación y protección de los glaciares y del ambiente periglacial, en forma coordinada con las autoridades competentes de las provincias, en el ámbito del Consejo Federal de Medio Ambiente (COFEMA); b) Realizar y mantener actualizado el Inventario Nacional de Glaciares, a través del Instituto Argentino de Nivología, Glaciología y Ciencias Ambientales (IANIGLA); c) Elaborar un informe periódico sobre el estado de los glaciares existentes en el territorio argentino, así como los proyectos o actividades que se realicen sobre glaciares o sus zonas de influencia, el que será remitido al Congreso de la Nación; d) Asesorar y apoyar a las jurisdicciones locales en los programas de monitoreo, fiscalización y protección de glaciares; e) Crear programas de promoción e incentivo a la investigación; f) Desarrollar campañas de educación e información ambiental conforme los objetivos de la presente ley.
	ARTICULO 10.- Funciones. Serán funciones de la autoridad nacional de aplicación: 
a) Formular las acciones conducentes a la conservación y protección de los glaciares y del ambiente periglacial, en forma coordinada con las autoridades competentes de las provincias, en el ámbito del Consejo Federal de Medio Ambiente (COFEMA), y con los Ministerios del Poder Ejecutivo nacional en el ámbito de sus respectivas competencias.
b) Aportar a la formulación de una política referente al Cambio Climático acorde al objetivo de preservación de los glaciares, tanto en la órbita nacional, como en el marco de los acuerdos internacionales sobre Cambio Climático.
c) Coordinar la realización y actualización del Inventario Nacional de Glaciares, a través del Instituto Argentino de Nivología, Glaciología y Ciencias Ambientales (IANIGLA).
d) Elaborar un informe periódico sobre el estado de los glaciares existentes en el territorio argentino, así como los proyectos o actividades que se realicen sobre glaciares o sus zonas de influencia, el que será remitido al Congreso de la Nación.
e) Asesorar y apoyar a las jurisdicciones locales en los programas de monitoreo, fiscalización y protección de glaciares.
f) Crear programas de promoción e incentivo a la investigación. 
g) Desarrollar campañas de educación e información ambiental conforme los objetivos de la presente ley.
h) Incluir los principales resultados del Inventario Nacional de Glaciares y sus actualizaciones en las Comunicaciones Nacionales destinadas a informar a la Convención Marco de Naciones Unidas sobre Cambio Climático.


	ARTICULO 11.- Infracciones y Sanciones. El incumplimiento de las disposiciones de la presente ley y las normas complementarias que en su consecuencia se dicten, previo sumario que asegure el derecho de defensa y la valoración de la naturaleza de la infracción y el daño ocasionado, serán objeto de las siguientes sanciones, conforme a las normas de procedimiento administrativo que correspondan: 
a) Apercibimiento; 
b) Multa de CIEN (100) a CIEN MIL (100.000) sueldos mínimos de la categoría básica inicial de la administración correspondiente; 
c) Suspensión de la actividad de TREINTA (30) días hasta UN (1) año, según corresponda y atendiendo a las circunstancias del caso; 
d) Cese definitivo de la actividad. Estas sanciones se aplicarán sin perjuicio de la responsabilidad civil o penal que pudiere imputarse al infractor.
	ARTICULO 11.- Infracciones y Sanciones. Las sanciones al incumplimiento de la presente ley y de las reglamentaciones que en su consecuencia se dicten, sin perjuicio de las demás responsabilidades que pudieran corresponder, serán las que se fijen en cada una de las jurisdicciones conforme el poder de policía que les corresponde, las que no podrán ser inferiores a las aquí establecidas.
Las jurisdicciones que no cuenten con un régimen de sanciones aplicarán supletoriamente las siguientes sanciones que corresponden a la jurisdicción nacional:
a) Apercibimiento.
b) Multa de CIEN (100) y CIEN MIL (100.000) sueldos básicos de la categoría inicial de la administración pública nacional.
c) Suspensión o revocación de las autorizaciones. La suspensión de la actividad podrá ser de TREINTA (30) días hasta UN (1) año, según corresponda y atendiendo a las circunstancias del caso.
d) Cese definitivo de la actividad.
Estas sanciones serán aplicables previo sumario sustanciado en la jurisdicción en donde se realizó la infracción y se regirán por las normas de procedimiento administrativo que corresponda, asegurándose el debido proceso legal, y se graduarán de acuerdo a la naturaleza de la infracción.


	ARTICULO 12.- En caso de reincidencia, los mínimos y máximos de las sanciones previstas en los incisos b) y c) podrán triplicarse. Se considerará reincidente al que, dentro del término de CINCO (5) años anteriores a la fecha de comisión de la infracción, haya sido sancionado por otra infracción de causa ambiental.
	Artículo 12: En caso de reincidencia, los mínimos y máximos de las sanciones previstas en los incisos b) y c) podrán triplicarse. Se considerará reincidente al que, dentro del término de CINCO (5) años anteriores a la fecha de comisión de la infracción, haya sido sancionado por otra infracción de causa ambiental.

	ARTICULO 13: Cuando el infractor fuere una persona jurídica, los que tengan a su cargo la dirección, administración o gerencia, serán solidariamente responsables de las sanciones establecidas en la presente ley.
	Artículo 13: Cuando el infractor fuere una persona jurídica, los que tengan a su cargo la dirección, administración o gerencia, serán solidariamente responsables de las sanciones establecidas en la presente ley.

	ARTICULO 14.- El importe percibido por las autoridades competentes, en concepto de multas, se destinará, preferentemente, a la protección y restauración ambiental de los glaciares afectados en cada una de las jurisdicciones.
	Artículo 14: El importe percibido por las autoridades competentes, en concepto de multas, se destinará, preferentemente, a la protección y restauración ambiental de los glaciares afectados en cada una de las jurisdicciones.

	ARTICULO 15.- Disposición Transitoria. Las actividades descritas en el artículo 6º, en ejecución al momento de la sanción de la presente ley, deberán, en un plazo máximo de 180 días, someterse a una auditoría ambiental en la que se identifiquen y cuantifiquen los impactos ambientales potenciales y generados. En caso de verificarse impacto significativo sobre glaciares o ambiente periglacial se ordenará el cese o traslado de la actividad y las medidas de protección, limpieza y restauración que correspondan. 
	ARTICULO 15.- Disposición Transitoria. En un plazo máximo de SESENTA (60) días a partir de la sanción de la presente ley, el IANIGLA presentará a la autoridad nacional de aplicación un cronograma para la ejecución del inventario, el cual deberá comenzar de manera inmediata por aquellas zonas en las que, por la existencia de actividades contempladas en el artículo 6º, se consideren prioritarias. Al efecto, las autoridades competentes deberán proveerle toda la información pertinente que el citado Instituto le requiera.

Las autoridades competentes deberán, en un plazo máximo de CIENTO OCHENTA (180) días a partir de la culminación del inventario de la jurisdicción provincial, someter a las actividades mencionadas, a una auditoria ambiental en la que se identifiquen y cuantifiquen los impactos ambientales generados sobre los cuerpos protegidos definidos en el artículo 2º. El costo de la auditoría correrá por cuenta de los titulares responsables de las actividades. Los resultados de la auditoría deberán presentarse a las autoridades competentes. En caso de verificarse impactos significativos, dichas autoridades ordenarán las medidas pertinentes para garantizar el cumplimiento de la presente ley.

	ARTICULO 16.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.
	Artículo 16: En el sector Antártico Argentino, la aplicación de la presente ley estará sujeta a las obligaciones asumidas por la República Argentina en virtud del Tratado Antártico y del Protocolo al Tratado Antártico sobre Protección del Medio Ambiente.

	
	Artículo 17: La presente ley se reglamentará en el plazo de noventa (90) días a partir de su publicación en el Boletín Oficial.

	
	Artículo 18: Comuníquese al Poder Ejecutivo.
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